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SALUD / PAÑALES / SILLA DE RUEDAS / CONCEDE / CONFIRMA / Niega recobro - – Así mismo y pese a lo referido por el recurrente, en cuanto a que la entidad no hará entrega de dicha silla, una situación distinta fue la informada a esta Sala por la hija del actor, quien señaló que ya le fue autorizada su entrega, aunque la misma no se ha hecho efectiva por cuanto al parecer dicho elemento debe ser enviado desde la capital del país a esta ciudad.  

De otra parte, aunque el recurrente pidió que se escuchara en declaración al accionante para demostrar la existencia o no de su capacidad económica, considera la Sala que amén de la situación médica del actor, no se hace necesario proceder a hacerlo comparecer para tal efecto. No obstante, se indagó a una de sus hijas al respecto y se informó que el señor NGC carece de pensión y depende de la ayuda que sus hijos le puedan dar. Así mismo, que su afiliación a LA NUEVA EPS lo es en calidad de beneficiario de uno de sus hijos y su manutención está a cargo de una de las hijas quien está pensionada y devenga un salario mínimo.
(…)
En el presente asunto se aprecia que el señor NGC padece de una pluralidad de enfermedades, pero de acuerdo con lo señalado por la médico de CUIDARTE que emitió concepto para el suministro de pañales requeridos por el actor, se desprende que las patologías que al parecer le generan más complicaciones son la “demencia senil, hipertensión arterial e incontinencia de esfínter vesical”, por lo cual se considera que son estas las enfermedades que deben estar cubiertas por el tratamiento integral que se dispuso a su favor, con miras a garantizar con ello la atención en salud para esas dolencias. 

(…)
Se observa entonces, en contraposición a lo argumentado por el recurrente, que la Corte Constitucional en la sentencia T-760/08 dejó en claro que son las EPS las obligadas a garantizar a sus afiliados los servicios estén o no dentro del POS, y no deben esperar que éstos acudan a la tutela para autorizar las atenciones médicas que requieren, puesto que para ello tienen a salvo los mecanismos legales para realizar el recobro pertinente, en este caso ante la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N° 331
                                                    Hora: 1:50 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la NUEVA EPS, regional eje cafetero, contra el fallo proferido por la señora Juez Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por Delegado de la Personería de esa ciudad, en nombre del señor NOEL GIL CARDONA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el Personero Delegado a favor del señor GIL CARDONA, se puede concretar así: (i) está afiliado en el régimen contributivo a la NUEVA E.P.S., tiene 90 años de edad, y de acuerdo con su historia clínica padece “demencia vascular no especificada“ y “otros controles generales de salud de rutina de otras subpoblaciones definidas”, por lo cual no puede desplazarse para realizar sus diligencias cotidianas; (ii) en noviembre de 2017 se elevó petición a la NUEVA EPS para que le  suministrara al señor GIL CARDONA lo siguiente: pañales desechables talla M adulto, 3 para cada día, 90 pañales al mes, y 270 para 3 meses; crema Yodora tarro de 25 gramos, 4 al mes, 12 para 3 meses; pañitos húmedos sin alcohol paquete x 100 unidades, en cantidad de 12; guantes limpios necesarios para higiene; silla de ruedas y cama ortopédica. Frente a lo cual la EPS generó autorización para visita médica por parte de la IPS CUIDARTE; y (iii) el actor es una persona de escasos recursos y ante la negativa de la entidad de entregarle lo pedido se convierte en una violación de sus derechos a la salud, integridad y calidad de vida.

Pide la protección de los derechos a la seguridad social, calidad de vida e integridad personal del actor, y que se le ordene a la NUEVA EPS que autorice el suministro de los insumos requeridos, así como el tratamiento integral que requiera relacionado con su patología, aunque no estén incluidos en el POS.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- Una vez admitida la tutela, la juez de primera instancia corrió traslado de la misma a la NUEVA E.P.S., entidad que guardó absoluto silencio.

3.2.- Culminado el término constitucional, el Juzgado mediante fallo de marzo 07 de 2018 amparó los derechos fundamentales a la vida, salud y dignidad humana del señor NOÉL GIL CARDONA y le ordenó a la NUEVA EPS que  dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la decisión procediera a autorizar y entregar los pañales desechables para adulto, talla M -3 diarios-, en las cantidades y durante el tiempo que estime su médico tratante, así como una silla de ruedas, a la vez que dispuso el tratamiento integral para las patologías que presenta.

4.- IMPUGNACIÓN
Dentro del término oportuno el apoderado judicial de la NUEVA E.P.S.  allegó memorial mediante el cual expuso su inconformidad con el fallo, el cual sustenta en lo siguiente: (i) la encargada de cumplir los fallos de tutela es la Gerente Regional de Risaralda y su superior es el Dr. JOSÉ FERNANDO CARDONA URIBE, Presidente de la entidad, quien debe requerirse en tal calidad, pero no como el responsable de acatar el fallo; (ii) hace referencia a la entrega de pañales que ya se ha hecho efectiva y estima que la entidad no ha vulnerado sus derechos fundamentales al respecto; (iii) en cuanto a la silla de ruedas indica que la misma no ha sido prescrita por el médico tratante no obstante se dispuso sin atender los requisitos que para ello tiene previstos la Corte Constitucional, por lo cual garantizará la entrega de los insumos requeridos, a excepción de dicha silla por no existir orden para ello, máxime que es responsabilidad de los hijos del actor de proporcionársela; (iv) para acreditar que el actor no cuenta con recursos, pide se le tome declaración bajo juramento para que absuelve interrogantes pertinentes; (v) el despacho no se pronunció en relación con la facultad para ejercer el recobro por el valor en que debe incurrir para  el cumplimiento del fallo, máxime que solo cuando el juez lo dispone en un plazo perentorio y por el 100%, se puede hacer efectivo el pago, pero al carecer de dicha orden, el reembolso de los dineros sufre demoras, alguna veces exageradas; (vi) hace alusión a diversas sentencias de la H. Corte Constitucional en las que se ha hecho referencia al equilibrio financiero del sistema y al recobro, para afirmar que ello se hace con el fin de evitar que se agudice la grave situación financiera por el no pago de los reembolsos de tutela; (vii) se opone a la concesión del tratamiento integral, mismo que solo pueden prescribir los galenos tratantes bajo criterios médicos, sin que sea procedente tutelar derechos que son futuros e inciertos, en tanto no puede adelantarse a que la EPS va a negar algún tratamiento que no esté debidamente probado y por ello no se pueden dar órdenes con supuestas negativas u omisiones, y (viii)  pide se declare la carencia actual del objeto respecto a la entrega de pañales, se revoque la decisión para dotarlo de la silla de ruedas y el tratamiento integral y se adicione el fallo para otorgarles la facultad de realizar el recobro ante el ADRES del 100% del valor que deban asumir por la decisión emitida.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
De lo expuesto en el escrito de impugnación, corresponde a esta instancia pronunciarse con relación con los motivos de inconformidad presentados por el apoderado de la NUEVA E.P.S., frente al fallo que amparó los derechos fundamentales del señor NOEL GIL CARDONA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
En relación con el derecho fundamental a la salud y en especial la protección que debe prohijarse para las personas que hacen parte de la tercera edad, la H. Corte Constitucional ha señalado lo siguiente:

“Actualmente, la Ley Estatutaria de Salud claramente reconoce la fundamentalidad de tal derecho (artículo 2º). Al respecto, en la sentencia C-313 de 2014
 se explicó que “el derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable, tanto en lo individual como en lo colectivo. En segundo lugar, manifiesta que comprende los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. En tercer lugar, radica en cabeza del Estado el deber de adoptar políticas que aseguren la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las personas. Finalmente, advierte que la prestación de este servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación y control del Estado”.
En cuanto a la protección del Estado, tratándose de las personas pertenecientes a la tercera edad o adultos mayores, esta Corporación ha señalado que conforme con el artículo 13 de la Constitución Política, el Estado deberá protegerlas en razón de que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, pues se ven obligadas a “afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades propias de la vejez”
, razón por la cual se deberán garantizar todos los servicios relativos a salud que ellos requieran
.

En virtud de ello, esta Corte ha estimado que el derecho a la salud de estos sujetos es un derecho fundamental que reviste mayor importancia por el simple hecho de tratarse de adultos mayores, como consecuencia de la situación de indefensión en que se encuentran.

A propósito, esta Corporación ha señalado que “es innegable que las personas de la tercera edad tienen derecho a una protección reforzada en salud, en atención a su condición de debilidad manifiesta y por el hecho de ostentar -desde el punto de vista constitucional- el rol de sujeto privilegiado. Por lo tanto, y a efectos de materializar a su favor los mandatos del Estado Social de Derecho, es necesario que se les garantice la prestación continua, permanente y eficiente de los servicios en salud que requieran”
.

[…]
En conclusión, si bien es cierto que la salud es un derecho fundamental en sí mismo, no debe desconocerse que, en sujetos de especial protección, como el caso de los adultos mayores, este derecho adquiere mayor relevancia pues, las naturales consecuencias de la vejez, ubican a estas personas en un estado de debilidad manifiesta del cual el sistema de salud, debe encargarse” 
.

De conformidad con lo allegado al dossier, se evidencia que la avanzada edad del señor NOEL GIL CARDONA -90 años- lo convierte en una persona de especial protección constitucional, aunado a las patologías que padece, esto es: “demencia senil, hipertensión arterial, e incontinencia de esfínter vesical”, como así quedó plasmado en el concepto entregado  por la Coordinadora Médica de CUIDARTE TU SALUD  S.A.S. 
, del cual igualmente se desprende que al mismo le fueron debidamente autorizados los pañales requeridos en cantidad de tres (03) por día, lo que equivale a noventa (90) por meses y doscientos setenta (270) para tres meses.

Fue precisamente tal situación la que motivó a la a quo a proteger tal garantía fundamental, frente a lo cual no existe hesitación alguna, ni mucho menos la entidad accionada se opuso a su protección, sino más concretamente a las órdenes que por parte de la funcionaria de primer nivel se impartieron.

Véase entonces que en relación con el suministro de los pañales ordenados, es clara la urgencia del enfermo respecto a la entrega de dichos insumos, pues ante la incontinencia que padece, los mismos se hacen necesarios para mantenerlo en óptimas condiciones sanitarias y para garantizarle una condición de vida digna.     
El impugnante informa que la entidad ha cumplido con dicho insumo en debida forma y por ende pide que se declare la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado. En efecto, la Corporación obtuvo comunicación con una de las hijas del señor NOEL GIL quien señaló que la entidad ha cumplido con dicha obligación y le ha entregado los pañales que se requieren.

Bajo esas condiciones, considera la Sala que le asiste razón al apoderado de la NUEVA EPS, al solicitar tal declaratoria, porque pese a haber sido ordenado en sede de tutela la entrega de los referidos pañales para el actor, ello se ha acatado por la demandada y en consecuencia se entiende como superada tal situación.  
No obstante, debe dejarse en claro que tal pronunciamiento no exime a la entidad de continuar con la prestación de tal servicio, toda vez que la avanzada edad del actor y sus patologías implican que su suministro debe ser continuo, salvo que el galeno tratante disponga lo contrario. Al igual que encontrarse enmarcado dentro del tratamiento integral que fuera ordenado a favor del señor NOEL GIL CARDONA.

Ahora, en cuanto a la orden para darle al enfermo una silla de ruedas, frente a lo cual se opuso el apoderado de la NUEVA EPS al considerar que no existe prescripción médica, debe indicar el Tribunal que en efecto no aparece en el dossier documento alguno que señale un requerimiento en tal sentido; sin embargo, la a quo dispuso su prestación al considerar que  la misma se observa necesaria para la movilización del paciente a raíz de las patologías que padece.

Al respecto y conforme lo ha previsto la jurisprudencia constitucional, las EPS solo están obligadas a autorizar atenciones e insumos que hayan sido prescritos por un profesional adscrito a su red de prestadores de servicios médicos
. No obstante, ante circunstancias excepcionales, y pese a la inexistencia de una orden o cualquier otro documento que permita determinar de manera científica la necesidad de lo que pide el usuario, resulta imperiosa la intervención del juez constitucional con miras a impartir un mandato en el sentido que corresponda. Tal es el caso, por ejemplo, de quienes padecen de incontinencia urinaria, quienes requieren el uso de pañales como paliativo para su condición de salud, porque muy a pesar de no haber sido prescritos el juez constitucional puede disponer lo pertinente pese a la inexistencia de prescripción que lo respalde
.

Si bien en este caso no existe prescripción alguna, de la información referida en los documentos arrimados en sede de tutela, se evidencia la necesidad y urgencia en el suministro de dicho insumo, independientemente de que este no haya sido ordenado. 
Véase en primer lugar que en el concepto médico rendido por profesional de CUIDARTE TU SALUD S.A.S., se señaló que el señor NOEL GIL “por diagnóstico y comorbilidades presenta limitación funcional severa índice de Barthel
” 
; aunado a ello se observa de la historia clínica arrimada
, que dentro de las patologías presenta una “osteoartrosis de rodilla” 
, que empeora con la edad, lo que incluso puede limitar la capacidad de movilidad del paciente y que el mismo asistió a consulta en silla de ruedas.

Queda claro por tanto que en principio la atención médica debe estar ordenado por el galeno tratante adscrito a la respectiva EPS, pero la Corte Constitucional ha señalado que dicho: “requisito no es absoluto y puede flexibilizarse en pro de la satisfacción del derecho a la salud y el cumplimiento del principio de integralidad manifestado en la asistencia completa del servicio requerido por un paciente, que ostente la calidad de sujeto de especial protección constitucional como son los niños, los adultos mayores o los discapacitados […]”
.
En este caso en particular surge evidente que la avanzada edad del señor NOEL GIL y las diversas patologías que presenta lo ubican en esa condición de sujeto de especial protección constitucional, y, por ende, el requerimiento de una silla de ruedas para proceder a su locomoción se observa atinado.

No desconoce el Tribunal por supuesto que se trata de componentes no incluidos en el POS, pero en el caso concreto se cumplen las exigencias admitidas por la jurisprudencia para habilitar la entrega, según quedó consignado en Sentencia T-110 de 2012, donde se reiteró el fallo T-760 de 2008 al señalar que una entidad viola el derecho a la salud si se niega a suministrar un servicio no incluido en el POS, cuando éste se requiera con necesidad. 

Así mismo y pese a lo referido por el recurrente, en cuanto a que la entidad no hará entrega de dicha silla, una situación distinta fue la informada a esta Sala por la hija del actor, quien señaló que ya le fue autorizada su entrega, aunque la misma no se ha hecho efectiva por cuanto al parecer dicho elemento debe ser enviado desde la capital del país a esta ciudad.  
De otra parte, aunque el recurrente pidió que se escuchara en declaración al accionante para demostrar la existencia o no de su capacidad económica, considera la Sala que amén de la situación médica del actor, no se hace necesario proceder a hacerlo comparecer para tal efecto. No obstante, se indagó a una de sus hijas al respecto y se informó que el señor NOEL GIL carece de pensión y depende de la ayuda que sus hijos le puedan dar. Así mismo, que su afiliación a LA NUEVA EPS lo es en calidad de beneficiario de uno de sus hijos y su manutención está a cargo de una de las hijas quien está pensionada y devenga un salario mínimo.

Esas manifestaciones de parte de la descendiente son suficientes para pregonar que el actor ni su familia tienen capacidad económica para proveerse la silla de ruedas requerida, sin dejar de lado que la EPS podría haber controvertido tal aspecto al momento de dársele traslado de la tutela, pero como se aprecia, guardó silencio y solo al impugnar hizo alusión a dicha circunstancia. Aun así nada aportó para corroborar tal aspecto, cuando al menos podría haber indicado cuál era la base de cotización sobre la cual se realizan los aportes de salud del señor NOEL GIL, para estimar que sí tenía disponibilidad financiera para proveerse de ese insumo.

De otra parte, en cuanto a la cobertura integral de aquellos pacientes que recurren a la tutela como mecanismo para lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario; y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas del Estado Social de Derecho como garante del goce de las prerrogativas que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

En el presente asunto se aprecia que el señor NOEL GIL CARDONA padece de una pluralidad de enfermedades, pero de acuerdo con lo señalado por la médico de CUIDARTE que emitió concepto para el suministro de pañales requeridos por el actor, se desprende que las patologías que al parecer le generan más complicaciones son la “demencia senil, hipertensión arterial e incontinencia de esfínter vesical”, por lo cual se considera que son estas las enfermedades que deben estar cubiertas por el tratamiento integral que se dispuso a su favor, con miras a garantizar con ello la atención en salud para esas dolencias. 
Mírese lo que respecto a ese tópico ha sostenido la jurisprudencia: 

“[…] Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

 

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante […]

[…] Con todo, es preciso aclarar que esta Corporación, ha señalado que existe una serie de casos o situaciones que hace necesario brindar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren por fuera del Plan Obligatorio de Salud -POS-, como cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional, - menores, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas.” 

Se observa entonces, en contraposición a lo argumentado por el recurrente, que la Corte Constitucional en la sentencia T-760/08 dejó en claro que son las EPS las obligadas a garantizar a sus afiliados los servicios estén o no dentro del POS, y no deben esperar que éstos acudan a la tutela para autorizar las atenciones médicas que requieren, puesto que para ello tienen a salvo los mecanismos legales para realizar el recobro pertinente, en este caso ante la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-.
Y es que el hecho de que la juez de tutela no hubiera incluido en el fallo esa orden de recobro, debe reiterar la Colegiatura, tal como se ha dejado plasmado en diferentes ocasiones, que ello no trae como necesaria consecuencia que el valor de esos gastos deba ser asumido por la NUEVA EPS, puesto que para acceder a ello basta con demostrar que no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo.

Las anteriores afirmaciones tienen respaldo en varias providencias de la H. Corte Constitucional
, en las que se ha hecho la citada aclaración; por ejemplo, en el Auto de julio 13 de 2009 expedido en virtud del seguimiento que se hace a la sentencia T-760 de 2008 y las órdenes que debido a ella se han emitido, se resaltó el contenido de la vigésimo quinta, que entre otras cosas consagra: “[…] (ii) no se podrá establecer como condición para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro ante el Fosyga, o la correspondiente entidad territorial. Bastará con que en efecto se constate que la EPS no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC.”
Véase además que lo expresado por el recurrente, para pedir que se adicione el fallo constitucional en ese preciso aspecto, lo es para que los pagos a que tienen derecho se realicen con prontitud, pero no porque la ADRES se los niegue, toda vez que de incurrir en gastos a los cuales las EPS no están obligadas a asumir, es dicha entidad la encargada de proceder a efectuar los desembolsos pertinentes, una vez se realicen los respectivos recobros.

Por último, en cuanto al inicial argumento del recurrente donde hace alusión a la persona encargada de acatar el fallo judicial, además de esgrimir que si bien el Presidente de la NUEVA EPS es su superior jerárquico, no es el comprometido a atender la providencia emitida, debe indicarse que es extraño que desde ahora ya se piense en el incumplimiento del fallo. Pero en caso de llegarse a esa situación extrema del desacato, es necesario precisar que no es ante esta instancia donde debe acreditar tal circunstancia, sino ante el funcionario al que le corresponda dar comienzo del citado trámite, que no es otro que el juez constitucional de primera instancia, quien determinará si la obligación en la prestación de los servicios que se llegaren a negar recaen en uno o en ambos servidores.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE MODIFICA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, en el sentido de declarar como hecho superado, el suministro de los pañales que le fueron dispuestos al señor NOEL GIL CARDONA, sin perjuicio de que los mismos le sigan siendo entregados en la periodicidad y cantidad requeridos, conforme lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: SE ACLARA el fallo adoptado para ordenar que el tratamiento integral que le deberá ser proporcionado al señor NOEL GIL CARDONA, debe surtirse únicamente respecto de las patologías de “demencia senil, hipertensión arterial e incontinencia de esfínter vesical”, como se indicó en el cuerpo considerativo de esta sentencia.
TERCERO: SE CONFIRMA el fallo en los demás aspectos.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Mediante al cual la Corte Constitucional realizó el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria que dio origen a la Ley 1751 de 2015.


� Corte Constitucional, sentencia T-634 del 26 de junio de 2008 (MP Mauricio González Cuervo).


� Constitución Política, artículo 46.


� Corte Constitucional, ver, entre otras, sentencia T-527 del 11 de julio de 2006 (MP Rodrigo Escobar Gil) y T-746 del 19 de octubre de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).


� Sentencia T-178 de 2017


� Ver folio 11.


� Ver, entre otras, sentencia T-760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 


� Sentencia T-790 de 2012, M.P. Alexei Julio Estrada.


� Ver folio  5 Cuaderno del Tribunal.


� Dicho índice “es utilizado para medir la capacidad individual de realizar las actividades básicas de la vida diaria que consiste en asignar a cada paciente una puntuación en función de su grado de dependencia, asignando un valor a cada actividad según el tiempo requerido para su realización y la necesidad de asistencia para llevarla a cabo” Ver página web: � HYPERLINK "http://fisioterapiasinred.com/escala-barthel/" �http://fisioterapiasinred.com/escala-barthel/�; así mismo en la atención de consulta -folio 16- se evidencia que al aplicar dicha escala al señor NOEL GIL, se obtuvieron los siguientes resultados: comer: 5, lavarse: 5, vestirse: 0; arreglarse: 0; deposiciones: 5, micción: 5, usar el retrete: 0, trasladarse: 5; deambular: 0, escalones: 0, para un total de 25 puntos, con una clasificación: DEPENDENCIA GRAVE


� Ver folios 13 y 16.


� La osteoartritis es un problema en el cartílago de las articulaciones. Con el tiempo, el cartílago se rompe hasta que los huesos, que antes se encontraban separados por el cartílago, se frotan entre sí. Esto causa daño al tejido y al hueso. Los síntomas de la osteoartritis incluyen dolor articular, rigidez después de la inactividad y movimiento limitado. Ver página web: � HYPERLINK "https://www.oblatos.com/reemplazo-de-rodilla-en-el-adulto-mayor/" �https://www.oblatos.com/reemplazo-de-rodilla-en-el-adulto-mayor/� 


� Sentencia T-924 de 2011.


� Corte Constitucional, sentencia T-408 de 2011.


� Véase, entre otros, el Auto 067A de 2010 y la Sentencia T-727 de 2011.
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